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ASI]NTO

Recu¡so de agravio conslilucional interpuesto por don Ferl1ando Centeno Rornero
contra la resolución dc lojas 333, de l4 dejunio de 2018, expedida por la Primera Sala
Penal de Apelaciones de la Cortc Superior de Juslicia de Venta¡rilla, que declaró la
inlirndada la demanda de }aáels cor¡ls de autos.

En la scntencia emitida en el tsxpediente 00987-2014-PA/'l C. publicad¿ cn cl
diario oficial ll Peru¡t¡to el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estabieció. en el
lundamento 49, con carácler de precedenle, que sc expedirá scnteüci.r

S¡]N'TENCIA INTI'IILOCT]TORIA DI'I,'I'RIBUNAt, CONSTITUCIONAI,

Linlá. 22 de ocluhre de 2018

ia clenegatoria, dictada sin más trámite, cuando se presentc alguno dc
eDtes sllpuestos, que igualmente están contenidos en el alliclrlo ll dei

to Noma¡ivo dcl l¡ibunal Constitucional

a) Carczca de fundanlentación la supuesta vulneración que se invoque.
b) La cueslión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial

trasccndencia constitucio¡al.
c) La cuestión de Derecho invocada contrac{iga un precedenle del Tribunal

Constitucional.
d) Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente igualcs.

En este caso. se solicila que sc declare la nulidad de la senleucia de vista de 7 de
julio de 2017. a través de la cual la'i'erccra Sala Especializada en lo Penal para
Proccsos con Reos en Cárcel de la Corte Supcrior de Justicia de Lima, conllrmó la
scnlencia de 3 de lebre¡o de 2017, que condenó al rcclrüe¡te como auto¡.del
delilo clc aclos contra cl pudor de neno¡ de edad (Expedientc 21716-2012-2012-
0).

Se alega lo siguieúie: 1) conlbu¡e a la dcnuncia prirnigenia. la naraciún
clectrlada por la menor obedece a una supuesla violación sexual y oo a actos
rclerjdos a tooanrienlos indcbjdos;2) la relerida denuncia ha sido adecuada ai
ilicito dc actos colllla cl pudor porque no sc coltlaba oon prucbas idóneas y
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contundcntcs quc sustcntc¡ una violación sexual; 3) la versión brindada por la
menor ouenta con üna serie de contradiccioncs; 4) la descripción que hizo la
rnenor respecto del doúicilio del actor difiere totalmente de lo consignado en el
acta de verificación policial; y 5) no se ha tomado en cuenta que conforme al
probcolo de pericia psicológica la mcnor presenta moderadá afectación
emocional y no manifiesta estresor psicosexual.

specto, el recurso inte¡puesto no esfá referido a una cueslión de Derecho de
cial trascendencia constitucional, toda vez que la controveñia planteada

I ámbito de túeld del habeas corpus y se encuentra ¡elacionado con

6

cscapa a

asuntos propios dc la judicahrra ordinaria, cor¡]o son los alegatos ¡eferidos a Ia
apreciación de los hechos pcnales y a la valoración de las pruebas penales y su
sufi cieücia (Expedientes 01014-2012-PHC/TC, 02623-2012-pHCtTC y 03105-
2O] 3-PHC/TC)

En consecuencia, se verifica que cl p¡esente recurso de agravio ha incurrido en la
causal de rcchazo prevista en el acápitc b) del fundamento.l9 de la sentencia
emitida en el Expediente 00987-2014 PA/TC y en el inciso b) del articulo I I del
Reglamento Normativo dcl Tribünal Constitucional. Por esta razón, corrcsponde
declara¡, sin más trámite, improcedcnte el ¡ecurso de agravio coastitr¡cional.

Por estos fundamentos, cl Tribunal Constitucional, con Ia autoridad que le coüfiere la
Constitución Política del Perú, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistmdo Ferero Costa,

Además, se incluye el l'undamento de voto del magis[ado Espinosa-Saldaña Barre¡a.

Asimismo, afirma 10 siguicntc: 1) las testimo¡iales b ndadas por las profesoras
del colegio están limitadas a corroborar 1o manifestado por Ia menor sin que 1es

constc nada; 2) cl infome de acompañamiento difiere totalmente de la realidad y
de lo señalado por 1a División Clinico Forense; 3) el aludido informe lle emitido
por una profesora sin título profesional y con quie¡ el actor tiene eDomistad;4) el
actor jamás aludó a la menor en el reforzamiento de sus cursos y menos lc ha
impartido clases cn su domicilio; y 5) no se ha tomado cn cuenta que a Ia fecha de
los hechos no existia el baño dc va¡oncs para p¡ofesores de nivel p mario.



ffiá
\§Úz

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

NIIRANDA CANALES
sARDÓN T,E TABoADA
ESPINoSA-SALDAÑA BARRERA

ilililililil ilillililil
EXP. N.' 03433-201 8-PIIC/TC
VENTANILLA
FERNANDO CENTENO ROMERO

RESUIILvE

Declarar IMPROCEDENTE cl recurso dc agravio constitucioüal porque la cuestión dc
Derecho contenida en el ¡ecurso ca¡ece de especiai trascendcncia constitucional.

Publiquese y notrfiquese
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T'UNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDANA
BARRXRA

tnfl¡tiltillnlil[[¡

Coincido con el seDtido de ¡o resuelto por mis colcgas. Sin embargo, considoro
necesario señalar lo siguiente:

l. Aqui ha quedado plename¡te acrcditado que el recuNo de agravio constitucional no
encuentra respaldo en el co¡tenido constitucionalmente prot€gido de los derechos

invocados por la parte demandante- Siendo así, se ve ñca que se ha incl¡rido en la

causal de rechazo prevista en el acápite b) dcl fundamento 49 de Ia sentencia emitidá
en el Expediente 00987-2014-PA/TC y en el inciso b) del artículo ll del
Reglamento Nomativo del Tribunal Constitucional.

2. Ahora bien, encueotro que Ja redacción del proyecto no es 10 suñcientemente clara
pam explicar las razones por las cuales aquí la cuestión de Derecho planteada carece

de especial trascendencia constitucional, conforme las pautas establecidas por este

Tribunal.

4. De este modo, la exposición de las mzones por las cualcs i]l recurso incurre en una
causal determinada no solo adquiere mayor claridad, sino también se le oforga ün
adecuado orden lógico a los argumentos que fundamentan lo resuelto en el caso.

Dichas cualidades son las que se espera que tenga una decisión tomada por este

Tribunal, en tanto se trata de un órgano .jurisdiccional encargado de una labor tan
releva¡te como lo cs la tutela de derechos fundamentales.

s
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ESPTNOSA-SALDAÑA BARRERA

Lo qu

3. En efecto. tal como ha desa¡rollado este Tribunal Constitucional cn reiterada
jurisprudencia, al momento de emitir una sentencia interlocutoria, luego de hacer
mencióü a las causales de improcedencia limi¡ar recogidas en el fundamento 49 dc
"Vásquez Romero", coüesponde refc rse en forma clara, ordenada y detallada a la
causal especiñca en la cual hab¡ia incu¡rido el recu¡so planteado, así como cumplir
con explicar cuá1es son Ios alcances de la causal utilizada.

%/
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3. En ese sentido, la Ley 23385. Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus articulos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma errada o ha incur¡ido en gravcs vicios procesales en la
hamitación y resolución de la demanda, procederá a casar La sonte¡cia y, luego de
señalar la deñciencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
Ilepública (¡eenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lincamientos,
procedimiento quc, a todas luces, dilat¿ba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

El modelo de tutela ante amenazas y vulneración de derechos fue seriamente
modificado en la Constitución de 1993. trn primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a sabcr, habeas corpus, amparo, habeas data
y acción de cumplimicnto. Etr segundo lugar, se crca al T¡ibtnal Constitucional
como ó¡galo de conlrol de la constituciona]idad, aun cuando la Constilución io
califica e¡róneamente como "órgano de control de Ia Constitución". No obstante, cn

VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y co¡ el mayor respeto por la ponencla
de mi colega magistrado, emito el presenle voto singular, para exprcsar respetuosamente
que disiento del precedente vinculante establecido er la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENI'ENCIA INTERLOCU'IORIA DIINEGA-I'ORIA, por los fundamentos que a

continuación expongo:

EXP. N." 0343 t -201 8-PHC/',t'C
VEN]'ANILLA
FERNANDO CENTENO ROMERO

EL TRIBUNAL CoNSTITUCIoNAL coMo coRTE Df, REVrsróN o FALLO y No Df,
cASACróN

l,a Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantias Constitucionalcs como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
en instancia de lá11o. La Constitución del 79, por primcra vez en nuestra historia
constitücional, dispuso la creación de un órgano ad froc, independiente del Podcr
Judicial. con la tarea de garantizar la suprcmacía constitncional y la vigencia plena
de los rlerechos l^undamen1ales

2.. La Ley i'undamental de 1979 estableció que el Tribunal de Gara¡tías
Constitucionales era un órgano de cont¡ol de la Constilüción, que tenia jurisdicción
en todo el teritorio nacional para conocer, en ria de casacíól1, de los habeat corpus
y amparos deregados por el Poder Judicial, Jo que implicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada para fallar en forma definitiva sob¡e la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
dcrecho. reconocido" en la Con;rirución.
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materia de procesos constitr.¡cionaies de la libeñad, la Constitución establccc quc cl
Trib¡¡nal Constitucional cs instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que Ia CoDstitL¡ción Política del Perú, en su aftículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en última y
del¡ iÍba ¡nsÍdnc¡a, las resoluciones denegatoriat dicladas en los procesos de

habeas corpus, amparo, habeas dafa y dcc¡ón de cumpl¡miento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un dcrecho fundamental. Una lectura diversa
contravendria mandalos esenciales de Ia Constitución, como son el principio de
del'ensa de la perso[a huma¡u y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 1), y "la obserNa cia del debido proceso y tutela
jurísdíccíondl. Nínguna petsona puede ser desyiada de la jur¡sdicción
predelerminada por lL¡ ley, n¡ somelíd¿r.r procedimiento dístínto de los preriamente
es¡ablecidos, ni juzgada por órgaruts jurisdiccionales de excepción ni por
comísiones especiales creadas al efeclo cualquiera sea su dentuinación"-
consagrada en el adículo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a diferencia dc lo quc acontece en otos países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del certiorati
(Suprema Cofle de los Estados Unidos), en el Pcrú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de iiterpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
cn los llamados procesos de la liberlad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho cn sede del Poder Judicial. En otras palabras, si Io que
está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, sc
debe abrir la vía correspondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
p¡onunciarse. Pero la apertura de esta via solo se producc si se pemite al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
anili.is de Io qu< se pre¡<nJe. Je lo que.e irrvoca.

7. Lo constitucional es escuchar a la pade como concretizacjón de su dc¡echo
irrenunciable a la defcnsa; además, un T bunal Constitl¡cional constituye el más
electivo medio de defensa de los derechos fundamentales f¡ente a los poderes
púb)icos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

EL Df,REC¡ro A sER oiDo coNto )tANIFEsracIóN Du t,A D[[rocRATlz^cIóN DE Los
PRocESos CoNsTIl r clol.*Al-f,s DE LA LTaERTAD

8. La administración de justicia conslilucional de la libertad quc brinda el Tribunal
Constitucional. dcsdc su creación, es rcspetuosa, como corresponde, del derecho dc

ra
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del¿nsa inherente ¿r toda persona, cuya maniléstación p¡im¿r¡ia es el derecho a ser
oido con todas las debid¿s garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

determinen.us derechos. inlere.es ) obligaciones.

9. Precisamcnte, mi alejamieflto respecto a la emisión de una resolución constituciona]
si¡ realizarse audie[cia de vista está rclacionado con la defensa, la cual, sólo es
eléctiva cu¿u1do el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escdta y
oral, los argumentos perti¡entes, concretándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre ]a iüteNención de las partes, corrcsponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestacióo dcl poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio rcsulta constitucional cuando se
brinda con estricto respeto de los de¡echos inherentes a todo ser humano, Io que
incluyc cl derecho a ser oído con las debidas garantias.

I L Cabe añadir qüe la participación di¡ecta de las pa(es, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también co¡lstituye un elemento que
democ¡atiza el proceso. De lo contrario, se dccidiría sobre la esfe¡a de interés de
una persona sin permitirle alegar Io correspondiente a su favor, lo que resultaría
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las üzones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un t bunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente ias razones de derecho y de hccho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. En ese scntido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado d trat.ir dl indil)iduo en k)do momento como
un verdadero sujelo del proceso, en ¿l ma.\ amflio sentido ¿e estr c¿ncefto, y fio
simplemente como objeto del mismo"'. y que "p,tru que eri.tta debido proceso legal
es preciso que un just¡cíable pueda hacer yaler sus derechos y defender sus
¡nlereses en.Jórm¿r efectita y en condiciones de igualclad prc'cesal con o¡ros
justiciables"".

' Cote IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009.
pánafo 29.

'Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 2l de junio de 2002, párrafo 146.
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NATI.RALEZA PRoCEsAL DEL RncURso D¡; AGRAvIo CoNSTITT]CIoNAL

13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvirtuado por el 'fribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su refo¡mador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un p¡oceso constitucional de la libetad la denominada
"scntcncia intcrlocutoria", cl recurso dc agravio coDstitucional (RAC) pierde su
verdade¡a esencia ju¡ídica, ya que el Tribünal Constitucio[al no tiene compercncia
para "revisar" nimucho menos "¡ecalificar" elrecurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional. el
'l¡ibrulal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le conesponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia dc
¡echazar dicho ¡ecurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la pañe alega
como un agravio que le causa indel'ensión.

16. Por oho lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
rcquicrc scr aclarado, justificado y conc¡etado en supuestos específicos, a saber,
identiticar cn quó casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni justiñcarlo,
convierte el empleo dc la precitada se¡tencia en arbitra o, toda vez que se podría
afectar, entre otros, el derecho fundame¡tal de defensa, en sü manifestación de ser
oido con las debidas garantías, pues ello da a lugar a dccisiones subjerivas 1

carentes de predictibilidad, afcctando notablemente a los justiciables, quicnes
tend aD que adivinar qué resolverá el Tribunal Constituciot'lal antes de presenla¡ su
rcspectiva demanda.

17. Por lo demás, ry¡rtdt¡s ñutlit1dis, el ptecedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribr-rnal Constitucional en otros
fallos, como er1 el caso Luis Sánchez l-agomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/IC). Del mismo modo, coostituye una reafirmación de la natr¡raleza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vía previa,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cielto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucion¿les de Ia libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtua¡ la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede conslitucional representa la
írltima posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia paÉ Ia
vista, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escüchar a las persoÍas alectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la via constitucional, atjusticiablc
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacio[al de protección de derechos
humanos,

20. Como añnnó Raúl Fenero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno cs, al mismo
tiempo, una dcfcnsa total de la Constitución, pues si toda garantía corNtitucional
entraña el acceso a Ia prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está delendierldo el de los demás y el de la comunidad quc rcsulta oprimida o

cnvilccida sin la protección judicial auténtica".
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